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1. 
Norma acusada

DECRETO NUMERO 0753 DE 1956
(abril 5)

por el cual se sustituye el artículo 430 del Código Sustantivo de Trabajo

El Presidente de la República de Colombia

en uso de sus facultades legales, y en especial de las que le confiere el artículo 121 de la Constitución Nacional, y

CONSIDERANDO

Que por Decreto número 3516 de 9 de noviembre de 1949 se declaró turbado el orden público y en estado de sitio todo el territorio de la República.

 

DECRETA:

Artículo primero. El artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así:

 

Artículo 430. Prohibición de Huelga en los servicios públicos

 

De conformidad con la Constitución Nacional, está prohibida la huelga en los servicios públicos.

Para este efecto se considera como servicio público toda actividad organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua de acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por personas privadas.

 

Constituyen, por tanto, servicio público entre otras, las siguientes actividades:

a) las que se presten en cualquiera de las Ramas del Poder Público:

b) las de empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones;

c) las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales y clínicas,

d) las de establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia;
e) las plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y todos los organismos de distribución de estos establecimientos, sean ellos oficiales o privados;

f) las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones;

g) las de explotación, elaboración y distribución de sal;

h) las de explotación, refinación, transporte y distribución de petróleos y sus derivados, cuando estén destinadas al abastecimiento  normal de combustibles del país, a juicio del Gobierno;

i) cualesquiera otras que a juicio del Gobierno interesen a la seguridad, sanidad, enseñanza y a la vida económica o social del pueblo. El Gobierno decidirá acerca de la calidad de servicio público de las actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al Consejo de Estado” 
2.
Decisión

Declarar la EXEQUIBILIDAD del literal d) del artículo 1º del Decreto Extraordinario 753 de 1956 “por el cual se sustituye el artículo 430 del Código Sustantivo del trabajo”, en el entendido que solo se restringe el derecho de huelga en aquellos establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia, que atiendan necesidades básicas de sujetos de especial protección constitucional. 

3.
Fundamentos de la decisión 

Los problemas jurídicos que le correspondió resolver a la Corte en este caso, consistieron en determinar (i) si el literal d) del artículo 1º del Decreto Extraordinario 753 de 1956, respeta la reserva de ley establecida en el artículo 56 de la Constitución para limitar el derecho de huelga y (ii) si las actividades de los establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia constituyen servicios públicos esenciales y por tanto, tienen restringida el derecho de huelga.

Aunque es claro que el artículo 56 de la Constitución establece la reserva legal estricta en materia de huelga, esto es, que únicamente el legislador puede definir cuáles son los servicios públicos esenciales en donde la huelga no está garantizada, la Corte ha entendido que no es posible exigir tal requisito a normas anteriores a la Constitución, dado que no se encontraba presente en la Carta Política vigente hasta 1991. De igual modo, ha señalado que mientras una ley reglamente expresamente el derecho de huelga, están vigentes las disposiciones anteriores a la Constitución que regulan esta materia, siempre y cuando no sean contrarias a la normatividad superior. Adicionalmente, la jurisprudencia de esta Corporación ha indicado que los aspectos concernientes a la forma de las disposiciones anteriores a la actual Constitución, a diferencia de su contenido material, se rigen por los preceptos de la Carta Política vigente al momento de su expedición. 

En este sentido, la Corte determinó que al literal d) del artículo 1º del Decreto Extraordinario 753 de 1956 “por el cual se sustituye el artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo”, por tratarse de una norma expedida con anterioridad a la Carta de 1991, no se le aplica la restricción formal contemplada en el artículo 56 de la Constitución.  

En el presente caso, la Corte reiteró los lineamientos establecidos por la jurisprudencia en torno del concepto y características del derecho de huelga. Comenzó por reafirmar que la huelga no es un derecho absoluto, puesto que  puede ser restringido por el interés general, los derechos de los demás y cuando de su ejercicio se derive alteración del orden público. Al mismo tiempo, las restricciones que el legislador imponga al ejercicio del derecho de huelga no pueden ser arbitrarias, ni desconocer su magnitud jurídica pues lo harían complemente inoperante. Resaltó que el derecho a la huelga solamente puede excluirse en el caso de los servicios públicos esenciales, cuya determinación corresponde de manera exclusiva al legislador, o los señalados como tales por el Constituyente, de acuerdo con la interpretación realizada acerca del contenido de las normas constitucionales vigentes. De igual modo, el derecho a la huelga puede ser objeto de tutela, cuando se encuentra en conexión íntima con los derechos al trabajo y a la libre asociación sindical.

Advirtió que la Constitución Nacional de 1886 consagraba el derecho de los trabajadores a declarar la huelga en todas aquellas actividades que no constituyeran servicios públicos, reservando a la ley la reglamentación de su ejercicio, mientras que la Constitución Política de 1991 limitó esta restricción al circunscribirla únicamente a los servicios públicos esenciales. La Corte ha venido precisando una serie de criterios para identificar cuándo la actividad corresponde a un servicio público esencial, así: (i) el carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades que lo conforman contribuyen de modo directo y concreto a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales; (ii) la esencialidad del servicio no debe considerarse exclusivamente por el servicio mismo, esto es, por su naturaleza intrínseca, ni por la importancia de la actividad industrial, comercial o prestacional en la economía global del país y consecuentemente en relación con la magnitud del perjuicio que para ésta representa su interrupción por la huelga; (iii) El concepto de servicios públicos esenciales necesariamente comporta una ponderación de valores e intereses que se suscita entre los trabajadores que invocan su derecho a la huelga y los sacrificios válidos que se pueden imponer a los usuarios de los servicios; (iv) el concepto de servicio público ha sido objeto de un permanente desarrollo ligado a la constante evolución de la situación política, económica y social del mismo Estado.

Contrario a lo que sostiene el demandante, para quien las actividades realizadas por las entidades de asistencia social, beneficencia y caridad  no constituyen servicios públicos esenciales, la Corte consideró que desde un punto de vista material, las instituciones de asistencia social, beneficencia y caridad realizan actividades que corresponden al concepto de servicio público esencial, al contribuir de modo directo y concreto a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos y libertades fundamentales. En este sentido, encontró que estas instituciones surgieron para garantizar la vida, la salud y la educación de las personas más pobres y se han desarrollado a través de acciones de sanidad, salud y beneficencia, por lo cual su objeto está relacionado directamente con la seguridad social, considerada como constitutiva de un servicio público esencial. De otra parte, debe tenerse en cuenta que uno de los criterios fundamentales para determinar la esencialidad de un servicio es el perjuicio o el peligro que se causaría a un sector de la población con su interrupción. En esta línea, la Organización Internacional del Trabajo ha señalado que “para determinar los casos en los que podría prohibirse la huelga, el criterio  determinante es la existencia de una amenaza evidente e inminente para la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población”.
Ahora bien, como quiera que la interpretación de la limitación al derecho de huelga es restrictiva, acorde con los Convenios de la OIT ratificados por Colombia Nos. 87, 98 y 154, relativos a la libertad sindical, derecho de sindicación y negociación colectiva, ratificados por Colombia, según los cuales, la regla general es la del reconocimiento del derecho de huelga a todos los trabajadores y la excepción es la restricción de este derecho -en el caso del ordenamiento jurídico colombiano, a los que laboran en actividades que constituyen un servicio público esencial- la Corte procedió a precisar aún más cuál es el alcance de la restricción establecida en el literal d) del artículo 1º del Decreto Extraordinario 753 de 1956, en el sentido de interpretar que solo se restringe el derecho de huelga en aquellos establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia, que atiendan necesidades básicas de sujetos de especial protección constitucional y en este sentido se condicionó la exequibilidad del citado literal. 

4.
Aclaraciones de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Jorge Iván Palacio Palacio se reservaron la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto, sobre algunas de las consideraciones y fundamentos de la decisión de exequibilidad condicionada adoptada mediante la sentencia anterior. 
